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1. Este trabajo constituye la primera parte de un opúsculo de mayor exten-
sión de pronta publicación en el que se estudia, además del objeto del pre-
sente artículo, la aplicación al padrón municipal de las reglas sobre creación

y registro de ficheros informatizados y sus medidas de seguridad, y el régi-
men jurídico del acceso y la cesión de los datos contenidos en el padrón
municipal.

Q ESTUDIOS

 

Fundación Democracia y Gobierno Local                                                                                  pág. 89 a 104 

 



1. Padrón y protección de datos

La disposición adicional segunda de la Ley orgánica
15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos de
carácter personal (en adelante, LOPD), dispone lo que
sigue:

“Ficheros y registro de población de las administra-
ciones públicas. 

“1. La Administración General del Estado y las admi-
nistraciones de las comunidades autónomas podrán
solicitar al Instituto Nacional de Estadística, sin consen-
timiento del interesado, una copia actualizada del fiche-
ro formado con los datos del nombre, apellidos, domi-
cilio, sexo y fecha de nacimiento que constan en los
padrones municipales de habitantes y en el censo elec-
toral correspondientes a los territorios donde ejerzan
sus competencias, para la creación de ficheros o regis-
tros de población.

“2. Los ficheros o los registros de población tendrán
co-mo finalidad la comunicación de los distintos órga-
nos de cada administración pública con los interesados
residentes en los respectivos territorios, respecto a las
relaciones jurídico administrativas derivadas de las com-
petencias respectivas de las administraciones públicas.”

Esta norma establece, pues, dos reglas: de un lado,
autoriza la cesión genérica de los censos de población
en posesión del Instituto Nacional de Estadística a las
administraciones estatal y autonómica sin consenti-
miento del interesado; de otro lado, impone un fin, tan-
to a la cesión como al uso de los censos de población.
En el primer caso, la cesión universal lo será de los datos
de los habitantes de los territorios en los que la admi-
nistración cesionaria, esto es, la que solicita la cesión,
ejerce sus competencias. En el segundo de los casos, y
repárese en que es una regla general, el uso de los datos
de los censos de población, tanto por quien los posee y
gestiona (ayuntamientos e INE), como por las adminis-
traciones cesionarias, sólo puede emplearse con el fin
de facilitar la comunicación de los distintos órganos de
las diferentes administraciones afectadas con los resi-
dentes en el territorio en el que ejercen sus competen-
cias y respecto de las relaciones jurídicas que medien
entre dichas administraciones y los administrados.

Son varias las conclusiones que ya se pueden extraer
de esta disposición adicional. En primer lugar, cualquier
administración pública no puede crear censos de pobla-
ción. Estos censos sólo pueden crearlos los ayuntamien-
tos, mediante la confección de los padrones municipa-
les (artículo 17 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora
de las bases de régimen local (en adelante, LBRL) y artí-
culo 60 del Reglamento de población y demarcación
territorial de las entidades locales, aprobado por el Real

decreto 1690/1986, de 11 de julio –en adelante, RPT–), y el
INE (con arreglo a lo que establece la Ley 12/1989, de 9
de mayo de 1989, de la función estadística pública –en
adelante, LFEP–, para el censo de población del Estado;
dejando a un lado el censo electoral y los cometidos de
la Oficina del Censo Electoral, integrada en el INE,
según lo dispuesto en la Ley orgánica 5/1985, de 19 de
junio, del régimen electoral general –en adelante,
LOREG– en su sección III, capítulos III y IV).2 En segun-
do lugar, las administraciones incompetentes para crear
sus propios censos de población tienen la potestad de
ser cesionarias del censo de población o del padrón
correspondientes al territorio en el que, para el ejercicio
de sus competencias, requieren el conocimiento de sus
residentes, y a los solos efectos, pues así lo dispone el
apartado 2 de esta disposición adicional, de la comuni-
cación de dichas administraciones (parece que incluidas
las cedentes también) con los administrados en las rela-
ciones jurídicas que medien entre ambos. En tercer
lugar, la cesión de datos universal prevista en el aparta-
do primero es una excepción a la regla general sobre la
cesión consentida de datos del artículo 11.1 de la LOPD,
que debe sumarse a las previstas ya en el apartado
segundo de este mismo precepto. En cuarto lugar, sólo
se cederán los datos relativos al nombre, los apellidos,
el domicilio, el sexo y la fecha de nacimiento. Y en quin-
to y último lugar, esa cesión sólo podrá realizarla el INE.

Así pues, los ayuntamientos sólo podrán hacer uso del
padrón, con arreglo a lo dispuesto en la LOPD, para co-
municarse con sus vecinos “respecto a las relaciones
jurídico-administrativas derivadas de las competencias
respectivas de las administraciones públicas”; y, en prin-
cipio, la LOPD no lo prevé como autoridad cedente de
los datos de los vecinos de su demarcación territorial a
otras administraciones, ya que esa cesión está enco-
mendada al INE.

Este es el punto de arranque de la relación entre
padrón municipal y protección de datos personales. Lo
cierto es que la LOPD nada dice sobre esta institución.
Sin embargo, de ello no cabe deducir que el padrón no
está sujeto al régimen jurídico de protección de datos. Y
ello por dos razones. En primer lugar, después de la
Sentencia del Tribunal Constitucional (en adelante, STC)
292/2000, en el ordenamiento jurídico español la protec-
ción de datos personales es un nuevo derecho funda-
mental ubicado en el artículo 18.4 de la Constitución
española de 1978 (en adelante, CE). Por tanto, no se trata
tan sólo de un derecho legal creado al tiempo que se
cumplía con la reserva de ley establecida en ese pre-
cepto constitucional. Se trata, en cambio, de un verda-
dero derecho fundamental, con su propio objeto y 
contenido constitucional, y con el rango y la eficacia de

2. Recuérdese además la STC 154/1988, por la que se niega a las comuni-
dades autónomas la competencia para crear sus propios censos electorales.
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cualquier otro derecho fundamental de la Constitución
española. Como tal se irradia a todo el ordenamiento
jurídico, y lo hace, desde luego, sobre el padrón muni-
cipal. En segundo lugar, el padrón municipal también
está sujeto a lo dispuesto en la LOPD. Cuando el artícu-
lo 2 de la LOPD define el ámbito de aplicación de esta
ley orgánica, que lo es de desarrollo del derecho funda-
mental a la protección de datos personales (artículo 18.4
de la CE), en ninguno de sus apartados excluye el
padrón municipal.3

En efecto, los apartados a) y b) del artículo 2.3 de la
LOPD, en el cual se establece qué tratamientos de datos
están sujetos a su propia normativa, contemplan los
ficheros regulados por la legislación de régimen electo-
ral y los que sirvan a fines exclusivamente estadísticos y
estén amparados por la legislación estatal o autonómica
sobre la función estadística pública. El primero es el
censo electoral, regulado en el capítulo IV de la LOREG,
y el segundo son los distintos y posibles censos de
población sujetos a la LFEP o a las leyes autonómicas
correspondientes.4 Ninguno de ellos es el padrón muni-
cipal. El padrón es un censo de población peculiar y
específico sujeto a lo dispuesto en la LBRL y en el RPT,
confeccionado y gestionado exclusivamente por los
ayuntamientos, sin perjuicio de que sus datos sean la
fuente para la confección de los censos de población
del Instituto Nacional de Estadística y para la elabora-

ción del censo electoral. Pero se trata de un censo de
población distinto de aquéllos, como se desprende en
particular del artículo 44 de la LFEP, del artículo 17 de la
LBRL o del propio artículo 60 del RPT.

Por otro lado, de la circunstancia de que el artículo 16
de la LBRL y el artículo 53.1 del RPT lo definan como el
registro administrativo en que constan los vecinos 
del municipio, no es un obstáculo para la plena suje-
ción del padrón a la LOPD. Ciertamente, el padrón es 
un registro administrativo, sometido por tanto a lo dis-
puesto en el artículo 105.b) de la CE, que remite a la ley
la regulación del acceso a los archivos y a los registros
administrativos. Pero es un registro peculiar en el senti-
do de que está compuesto únicamente por los datos
personales de quienes sean vecinos de ese municipio
(artículo 16 de la LBRL y 57 del RPT), y su gestión debe
ser informática (artículo 17 de la LBRL y 60 del RPT).5 Así
pues, el padrón no es sino un “conjunto organizado de
datos de carácter personal” [artículo 3.b) de la LOPD],
que en cuanto tal, con arreglo a lo dispuesto en el artí-
culo 2.1 de la LOPD,6 está sujeto a las normas sobre pro-
tección de datos personales establecidas en ella y
demás legislación concordante, en particular el Con-
venio del Consejo de Europa para la protección de las
personas con respecto al tratamiento automatizado de
datos de carácter personal, hecho en Estrasburgo el 28
de enero de 19817 (en adelante, el Convenio), la Direc-

3. Artículo 2.2 de la LOPD: “El régimen de protección de los datos de
carácter personal que se establece en la presente ley orgánica no será 
de aplicación: a) A los ficheros mantenidos por personas físicas en el ejerci-
cio de actividades exclusivamente personales o domésticas. b) A los fiche-
ros sometidos a la normativa sobre protección de materias clasificadas. c) A
los ficheros establecidos para la investigación del terrorismo y de formas
graves de delincuencia organizada. No obstante, en estos supuestos el res-
ponsable del fichero comunicará previamente la existencia del mismo, sus
características generales y su finalidad a la Agencia de Protección de Datos.
3. Se regirán por sus disposiciones específicas, y por lo especialmente pre-
visto, en su caso, por esta ley orgánica los siguientes tratamientos de datos
personales: a) Los ficheros regulados por la legislación de régimen electoral.
b) Los que sirvan a fines exclusivamente estadísticos, y estén amparados por
la legislación estatal o autonómica sobre la función estadística pública. c) Los
que tengan por objeto el almacenamiento de los datos contenidos en los infor-
mes personales de calificación a que se refiere la legislación del régimen 
del personal de las Fuerzas Armadas. d) Los derivados del Registro Civil y del
Registro Central de Penados y Rebeldes. e) Los procedentes de imágenes 
y sonidos obtenidos mediante la utilización de videocámaras por las Fuerzas y
Cuerpos de Seguridad, de conformidad con la legislación sobre la materia.“

4. En la actualidad, poseen legislación estadística: Andalucía, Ley 4/1989,
de 12 de diciembre, de estadística de la Comunidad Autónoma de Andalucía;
Aragón, Decreto 208/1993, de 7 de diciembre, de la Diputación General de
Aragón, por el que se crea el Instituto Aragonés de Estadística y se regula su
funcionamiento; Canarias, Decreto 208/1993, de 7 de diciembre; Cantabria,
Ley 3/1990, de 21 de marzo, de estadística de Cantabria; Castilla y León, Ley
7/2000, de 11 de julio, de estadística de Castilla y León; Castilla-La Mancha,
Ley 10/2002, de 21 de junio, de estadística de Castilla-La Mancha; Cataluña,
Ley 23/1998, de 30 de diciembre, de estadística de Cataluña; Comunidad
Valenciana, Ley 5/1990, de 7 de junio, de estadística de la Comunidad Valen-
ciana; Galicia, Ley 9/1988, de 19 de julio, de estadística de Galicia; Baleares,
Ley 3/2002 de 17 de mayo, de estadística de las Islas Baleares; Madrid, Ley
12/1995, de 21 de abril, de estadística de la Comunidad de Madrid; Murcia, 
Ley 6/ 2002, de 25 de junio, de estadística de la Región de Murcia; Navarra, Ley

foral 11/1997, de 27 de junio, de estadística de Navarra; País Vasco, Ley 4/1986,
de 23 de abril, de estadística de la Comunidad Autónoma de Euskadi.

5. Incluso la comunicación interadministrativa de datos del padrón o rele-
vantes para el mismo debe hacerse, siempre que sea posible, por medios
informáticos o telemáticos “respetando las instrucciones normalizadoras so-
bre tratamiento de la información que se dicten al efecto”, como dispone el
artículo 64.1 del RPT. No obstante, la cuestión relativa a si el padrón es o no
un fichero informatizado es irrelevante, salvo a los efectos del plazo para su
registro en la Agencia de Protección de Datos con arreglo a la disposición
adicional primera LOPD, ya que esta misma LOPD se aplica indistintamente a
cualquier tipo de fichero de datos personales sea cual sea su modalidad de
tratamiento, informático o manual [artículo 2.1, en relación con el artículo 3.b)
de la LOPD].

6. “La presente ley orgánica será de aplicación a los datos de carácter
personal registrados en soporte físico, que los haga susceptibles de trata-
miento, y a toda modalidad de uso posterior de estos datos por los sectores
público y privado. Se regirá por la presente ley orgánica todo tratamiento de
datos de carácter personal: a) Cuando el tratamiento sea efectuado en terri-
torio español en el marco de las actividades de un establecimiento del res-
ponsable del tratamiento.”

7. Dicho Convenio estuvo precedido de varias resoluciones del Comité de
Ministros del Consejo de Europa (las número 73/22, 74/29 y 80/13) y dio lugar
a una larga serie de recomendaciones (las número 81/1, 83/10, 85/20, 86/1,
87/15, etc.), de las que deben destacarse ahora la Resolución 74/29, sobre
bancos de datos electrónicos en el sector público, y las recomendaciones
80/13, sobre intercambio de informaciones jurídicas, 83/10, sobre datos con
fines de investigación científica y de estadísticas, 86/1, sobre datos con fines
de seguridad social, 87/15, respecto de los empleados en el sector de la poli-
cía, 89/2, sobre los datos con fines de empleo –también en el sector público–.
Téngase en cuenta también las directrices aprobadas por el Consejo de la
OCDE el 23 de septiembre de 1980 sobre protección de la vida privada y los
flujos transfronterizos de datos de carácter personal y el instrumento de rati-
ficación (BOE de 5 de abril de 1994) del Acuerdo de adhesión del Reino de
España al Convenio de aplicación del Acuerdo de Schengen de 14 de junio de
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tiva 95/46/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de
24 de octubre de 1995, relativa a la protección de las per-
sonas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos
personales y a la libre circulación de estos datos (en
adelante, la Directiva).8 Textos a los que debe unirse la
Recomendación 81/679/CEE, y más recientemente el artí-
culo 8 de la Carta de Derechos Fundamentales de la
Unión Europea, que recoge expresamente en su elenco
el derecho a la protección de datos personales. Por últi-
mo, la LOPD ha dejado subsistente, en cuanto no se
opongan a la presente ley (disposición transitoria terce-
ra), los tres reglamentos que desarrollaron la derogada
Ley orgánica 5/1992, de 29 de octubre, de regulación del
tratamiento automatizado de los datos de carácter per-
sonal: los reales decretos 428/1993, de 26 de marzo, por
el que se regula el estatuto de la Agencia de Protección
de Datos, el 1332/1994, de 20 de junio, que desarrolla en
diversos aspectos la LORTAD, el 994/1999, de 11 de junio,
que regula las medidas de seguridad de las bases de
datos, y el 195/2000, de 11 de febrero, por el que se esta-
blece el plazo para implantar dichas medidas de segu-
ridad.

Que esto sea así, como se verá, tiene gran importan-
cia para determinar, por ejemplo, cuál es la ley, a la que
remite el artículo 105.b) de la CE, que regula el acceso a
este “registro” de vecinos del municipio y, en conse-
cuencia, cuál haya de ser el régimen jurídico del acceso
a la información contenida en ese registro y sus límites;
o la adopción de las medidas de seguridad para los
ficheros de datos personales impuestas por la LOPD
(artículo 9) y precisadas en el Reglamento 994/1999, de
11 de junio; o en lo relativo a la identificación del res-
ponsable y del encargado de ese fichero [artículo 3.d) 
y g)].

En suma, el padrón es, al tiempo que un registro admi-
nistrativo de vecinos, un fichero informatizado (“auto-
matizado” en la terminología de la LOPD) de sus datos
personales, cuyo régimen jurídico, además del estable-

cido en la LBRL, que lo crea y lo regula, y el RPT, que des-
arrolla lo dispuesto en la LBRL, es el previsto en la LOPD
en lo relativo a la protección de los datos personales de
los vecinos en él contenidos.

Ahora bien, el régimen jurídico de la protección de
datos no sólo se limita a lo dispuesto en la LOPD, la nor-
mativa convencional y los Reglamentos de desarrollo
aludidos. Antes de nada es una cuestión constitucional.

Tras la STC 292/2000, el ordenamiento jurídico español
posee un nuevo derecho fundamental a la protección
de los datos personales, garantizado en el artículo 18.4
de la CE. Este derecho fundamental posee un objeto,
contenido y límites definidos con toda claridad en la
mencionada sentencia que no ha dejado lugar a dudas
ni sobre el rango de este nuevo derecho ni sobre su
contenido esencial ni sobre su eficacia directa. Por tan-
to, e incluso con independencia de que el régimen le-
gal de la protección de datos se extienda o no al padrón
municipal, es asunto indubitado que el padrón está
sujeto, naturalmente, al contenido constitucionalmen-
te declarado del derecho fundamental a la protección
de datos. Por ello, su régimen jurídico-constitucional, al
margen de lo que disponga la LBRL, el RPT o la pro-
pia LOPD, está definido ya en el artículo 18.4 de la CE,
cuyo contenido pasamos a exponer a continuación y
que debe ser escrupulosamente respetado tanto por
las normas que regulan el padrón como por su gestión
administrativa, so pena de vulnerar el artículo 18.4 de 
la CE.

2. Objeto, contenido y límites del derecho fundamen-
tal a la protección de datos y su proyección sobre el
padrón municipal

Ha sido el Tribunal Constitucional quien ha considerado
que en el apartado 4 del artículo 18 de la CE se garanti-
zaba un nuevo derecho fundamental: el derecho funda-
mental a la protección de los datos personales.9 El pro-

1985, capítulo III, “Protección de datos de carácter personal y seguridad de
los datos en el marco del Sistema de Información de Schengen”. 

8. Deben tenerse presentes las directivas 96/9 de la CE, sobre protección
jurídica de las bases de datos, que ha sido traspuesta por la Ley 5/1998, de 6
de marzo, de incorporación al derecho español de la Directiva 96/9/CE, del
Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de marzo de 1996, sobre la protec-
ción jurídica de las bases de datos, y la 97/66/CE sobre procesamiento de
datos personales y la protección de la vida privada en el sector de las tele-
comunicaciones. Téngase en cuenta también las resoluciones de 8 de mayo
de 1979 (y la recomendación aneja) y de 9 de marzo de 1982 del Parlamento
Europeo sobre la protección de los derechos de la persona ante el desarro-
llo de los progresos técnicos en el ámbito de la informática.

9. Así lo ha hecho en la capital Sentencia 292/2000 (y en su antecedente
más inmediato, la STC 290/2000), de inexcusable lectura y estudio, que esti-
mó el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Defensor del Pueblo
contra los artículos 21.1 y 24.1 y 2 de la LOPD (deben citarse también las STC
110/1984, 254/1993, 143/1994, 11/1998, 94/1998, 144/1999 y 202/1999). Dicha sen-
tencia define con una claridad y firmeza inusuales en la jurisprudencia del
Tribunal Constitucional su contenido, su objeto y sus límites. Dice esta STC
292/2000, fundamento jurídico 6: “Sin necesidad de exponer con detalle las

amplias posibilidades que la informática ofrece tanto para recoger como
para comunicar datos personales ni los indudables riesgos que ello puede
entrañar, dado que una persona puede ignorar no sólo cuáles son los datos
que le conciernen que se hallan recogidos en un fichero sino también si han
sido trasladados a otro y con qué finalidad, es suficiente indicar ambos extre-
mos para comprender que el derecho fundamental a la intimidad (artículo
18.1 de la CE) no aporte por sí sólo una protección suficiente frente a esta
nueva realidad derivada del progreso tecnológico. [...] Ahora bien, con la
inclusión del vigente artículo 18.4 de la CE el constituyente puso de relieve
que era consciente de los riesgos que podría entrañar el uso de la informáti-
ca y encomendó al legislador la garantía tanto de ciertos derechos funda-
mentales como del pleno ejercicio de los derechos de la persona. Esto es,
incorporando un instituto de garantía ‘como forma de respuesta a una nueva
forma de amenaza concreta a la dignidad y a los derechos de la persona’,
pero que es también, ‘en sí mismo, un derecho o libertad fundamental’ (STC
254/1993, de 20 de julio, FJ 6). Preocupación y finalidad del constituyente que
se evidencia, de un lado, si se tiene en cuenta que desde el anteproyecto del
texto constitucional ya se incluía un apartado similar al vigente artículo 18.4
de la CE y que éste fue luego ampliado al aceptarse una enmienda para que
se incluyera su inciso final. Y más claramente, de otro lado, porque si en el
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pósito de la protección de datos es la garantía del pleno
dominio del individuo sobre su identidad personal. Ni
se trata de proteger su intimidad, para lo cual ya existe
el artículo 18.1 de la CE, que garantiza el derecho a te-
nerla (STC 134/1999), ni el honor, cuyo amparo debe bus-
carse también en el artículo 18.1 de la CE. La función del
derecho a la protección de datos personales, parafrasean-
do lo dicho por la STC 292/2000, es la de garantizar a la
persona (nacional o extranjera, ya que se trata, sin duda,
de un derecho ligado a la dignidad personal –STC
115/1987 y 99/1985–), un poder de control sobre sus
datos personales, sobre su uso y su destino, con el pro-
pósito de impedir su tráfico ilícito y lesivo para su digni-
dad y sus derechos, así como para oponerse a cualquier
reconstrucción, conocida o no, de su identidad, su com-
portamiento o su ideología y su opinión a partir de sus
datos personales por quien los posea.

El derecho a la protección de datos garantiza a los indi-
viduos un poder de disposición sobre esos datos, e
impone a los poderes públicos la prohibición de que se
conviertan en fuentes de esa información sin las debidas
garantías; y también el deber de prevenir los riesgos que
puedan derivarse del acceso o la divulgación indebidos
de dicha información (STC 144/1999 y 292/2000). El dere-
cho a la protección de datos consiste, pues, en un poder
sobre el uso del dato revelado, poniendo a disposición
del afectado la facultad de controlar ese uso y el desti-
no del dato que revela a un tercero con el fin de atajar el
uso fraudulento o el tráfico ilegal de sus datos personales,
e incluso cualquier evaluación de su persona que se haga
a partir de ellos si la obtención, el almacenamiento y el tra-
tamiento de esos datos se ha hecho sin su conocimiento y
su consentimiento (STC 292/2000, artículo 13 de la LOPD).10

2.1. El objeto: los datos personales

El objeto del derecho fundamental a la protección de
los datos personales es la información relativa a una per-
sona que permita su identificación. En palabras de la
LOPD [artículo 3.a)], “cualquier información concer-
niente a personas físicas identificadas o identificables”
(véase también el artículo 1.4 del Real decreto 1332/1994,
de 20 de junio).11 Estos datos no tienen por qué ser “ínti-

mos”, ni siquiera ser informaciones relativas a su vida
privada personal o familiar. El objeto del derecho funda-
mental son las informaciones que permitan la identifi-
cación de la persona, no que esa información sea relati-
va a aspectos de su vida más o menos confidenciales.
No debe confundirse el objeto del derecho con su fun-
ción en el marco de un sistema democrático. No cabe
duda de que lo pretendido con la protección de datos
es una más eficaz garantía de la vida íntima y privada de
la persona. Pero también se persigue con la protección
del buen uso de la información relativa a su persona el
aseguramiento del “pleno ejercicio de sus derechos”
(palabras del artículo 18.4 de la CE), no sólo de los rela-
tivos a su intimidad y su honor (que también enumera 
el aludido apartado 4 del artículo 18 de la CE); ni tan
siquiera es necesario que esos derechos, cuyo pleno
ejercicio también se persigue con la protección de da-
tos, sean de rango constitucional.

“De ahí la singularidad del derecho a la protección de
datos –dice el TC en su Sentencia 292/2000–, pues, por
un lado, su objeto es más amplio que el del derecho a
la intimidad, pues el derecho fundamental a la protec-
ción de datos extiende su garantía no sólo a la intimi-
dad en su dimensión constitucionalmente protegida
por el artículo 18.1 de la CE, sino a lo que en ocasiones
este Tribunal ha definido en términos más amplios esfe-
ra de los bienes de la personalidad que pertenecen al
ámbito de la vida privada, inextricablemente unidos al
respeto de la dignidad personal (STC 170/1987, de 30 de
octubre, FJ 4), como el derecho al honor, citado expre-
samente en el artículo 18.4 de la CE, e igualmente, en
expresión bien amplia del propio artículo 18.4 de 
la CE, al pleno ejercicio de los derechos de la perso-
na. El derecho fundamental a la protección de datos
amplía la garantía constitucional a aquellos de esos 
datos que sean relevantes o tengan incidencia en 
el ejercicio de cualesquiera derechos de la persona,
sean o no derechos constitucionales y sean o no relati-
vos al honor, la ideología, la intimidad personal y fa-
miliar a cualquier otro bien constitucionalmente am-
parado.” (STC 292/2000, fundamento jurídico 6)

Conviene reparar también en que, a nuestro juicio, la
diferencia decisiva entre el derecho a la intimidad (artí-

debate en el Senado se suscitaron algunas dudas sobre la necesidad de este
apartado del precepto dado el reconocimiento de los derechos a la intimidad
y al honor en el apartado inicial, sin embargo fueron disipadas al ponerse de
relieve que estos derechos, en atención a su contenido, no ofrecían garantí-
as suficientes frente a las amenazas que el uso de la informática podía entra-
ñar para la protección de la vida privada. De manera que el constituyente
quiso garantizar mediante el actual artículo 18.4 de la CE no sólo un ámbito
de protección específico sino también más idóneo que el que podían ofrecer,
por sí mismos, los derechos fundamentales mencionados en el apartado 1 del
precepto.”

10. Artículo 13. Impugnación de valoraciones. 1. Los ciudadanos tienen
derecho a no verse sometidos a una decisión con efectos jurídicos, sobre
ellos o que les afecte de manera significativa, que se base únicamente en un

tratamiento de datos destinados a evaluar determinados aspectos de su per-
sonalidad. 2. El afectado podrá impugnar los actos administrativos o las deci-
siones privadas que impliquen una valoración de su comportamiento, cuyo
único fundamento sea un tratamiento de datos de carácter personal que
ofrezca una definición de sus características o personalidad. 3. En este caso,
el afectado tendrá derecho a obtener información del responsable del fiche-
ro sobre los criterios de valoración y el programa utilizados en el tratamien-
to que sirvió para adoptar la decisión en que consistió el acto. 4. La valora-
ción sobre el comportamiento de los ciudadanos, basada en un tratamiento
de datos, únicamente podrá tener valor probatorio a petición del afectado.

11. “Toda información numérica, alfabética, gráfica, fotográfica, acústica
o de cualquier otro tipo, susceptible de recogida, registro, tratamiento o
transmisión concerniente a una persona física identificada o identificable.”

 

Fundación Democracia y Gobierno Local                                                                                  pág. 89 a 104 

 



culo 18.1 de la CE) y el derecho fundamental a la protec-
ción de datos personales (artículo 18.4 de la CE), radica
en que el primero protege la confidencialidad de la in-
formación relativa a una persona, mientras que el segun-
do garantiza el buen uso de la información relativa a una
persona una vez ésta se ha revelado a un tercero.

El derecho a la intimidad presupone la falta de publi-
cidad (de accesibilidad general) de la información per-
sonal, y pone a disposición del individuo el poder jurí-
dico de imponer a terceros el deber de no revelar
información relativa a su persona sin su autorización o
de no obligarlo a que revele él mismo esa información
en contra de su voluntad. Sin embargo, el derecho fun-
damental a la protección de datos garantiza a la persona
el control jurídico sobre el uso y la circulación de la
información personal que haya revelado a un tercero,
sea éste un particular o sea el Estado. La información ya
no es íntima porque ya ha sido revelada. Pero ese dato
ya divulgado a un tercero no es por ello público (de
acceso general), ni puede, por ello, circular libremente.
El derecho fundamental a la protección de datos pro-
porciona precisamente al interesado el poder jurídico
de controlar en todo momento el uso y la circulación de
sus datos una vez los haya revelado.12 Por esta razón, el
derecho fundamental a la protección de datos persona-
les no es, en rigor, un derecho al secreto o a la confi-
dencialidad de los datos (aunque uno de los posibles
efectos que tenga su ejercicio es restringir al máximo el
alcance de la publicidad actual o potencial del dato per-
sonal revelado), sino al control sobre su publicidad.13

Dice, en este sentido, la STC 292/2000 a continuación
del párrafo antes transcrito:

“De este modo, el objeto de protección del derecho
fundamental a la protección de datos no se reduce sólo
a los datos íntimos de la persona, sino a cualquier tipo
de dato personal, sea o no íntimo, cuyo conocimiento o
empleo por terceros pueda afectar a sus derechos, sean
o no fundamentales, porque su objeto no es sólo la inti-
midad individual, que para ello está la protección que el
artículo 18.1 de la CE otorga, sino los datos de carácter
personal. Por consiguiente, también alcanza a aquellos
datos personales públicos, que por el hecho de serlo,

de ser accesibles al conocimiento de cualquiera, no
escapan al poder de disposición del afectado porque así
lo garantiza su derecho a la protección de datos. Tam-
bién por ello, el que los datos sean de carácter personal
no significa que sólo tengan protección los relativos a la
vida privada o íntima de la persona, sino que los datos
amparados son todos aquellos que identifiquen o per-
mitan la identificación de la persona, pudiendo servir
para la confección de su perfil ideológico, racial, sexual,
económico o de cualquier otra índole, o que sirvan para
cualquier otra utilidad que en determinadas circunstan-
cias constituya una amenaza para el individuo.”

No cabe la menor duda sobre el carácter de “datos per-
sonales” de aquellos datos que obligatoria, o también
voluntariamente, deben constar en el padrón municipal.
Con arreglo a los artículos 16 de la LBRL y 57 del RPT,
dichos datos son: nombre y apellidos, sexo, domicilio,
nacionalidad, fecha de nacimiento, documento nacional
de identidad (o similar de tratarse de un extranjero), cer-
tificado o título escolar o académico, y otros datos nece-
sarios para la elaboración del censo electoral (artículo
32.2 de la LOREG).

Este apartado no puede concluirse sin detenerse en la
“calidad de los datos personales”. Es una expresión con
la que se ha querido hacer referencia a los principios
generales del tratamiento (automatizado o no) de los
datos personales. Con arreglo al artículo 4 de la LOPD:

“Calidad de los datos.
“1. Los datos de carácter personal sólo se podrán

recoger para su tratamiento, así como someterlos a
dicho tratamiento, cuando sean adecuados, pertinentes
y no excesivos en relación con el ámbito y las finalida-
des determinadas, explícitas y legítimas para las que se
hayan obtenido.

“2. Los datos de carácter personal objeto de tratamien-
to no podrán usarse para finalidades incompatibles con
aquellas para las que los datos hubieran sido recogidos.
No se considerará incompatible el tratamiento posterior
de éstos con fines históricos, estadísticos o científicos.

“3. Los datos de carácter personal serán exactos y
puestos al día de forma que respondan con veracidad a
la situación actual del afectado. 

12. De ahí que el régimen sobre la recogida de datos personales, siempre
que no se destinen a un tratamiento, automatizado o no, posterior (no ya
sobre su almacenamiento, artículos 4.7 y 5 de la LOPD), y sobre la obligato-
riedad de la revelación por el afectado de cierta información relativa a su
persona (caso por ejemplo de los datos del padrón enumerados en los artí-
culos 16 LBRL y 57 RPT) sean más bien cuestiones encuadrables en el dere-
cho fundamental a la intimidad (artículo 18.1 de la CE) que en el derecho fun-
damental a la protección de datos (artículo 18.4). En la fase de recogida de
datos personales lo que se limita es el poder jurídico de la persona sobre la
privacidad de informaciones relativas a ella, ya que con la recogida de datos
lo que se hace, de forma obligatoria o voluntaria, es revelar información pri-
vada de la persona. A partir de ese momento, a partir de la revelación a ter-
ceros de esos datos, el poder jurídico de la persona se proyecta sobre el
almacenamiento, el uso y la circulación de los mismos (un poder de control
sobre el alcance de su publicidad).

13. Piénsese en un fichero sobre personas infectadas del VIH. Claro
que el dato sobre la infección es una información íntima amparada por el
derecho a la intimidad, y por el hecho de que esa información quede alma-
cenada en una base de datos no pierde su condición de íntima. Lo que
sucede es que, una vez se accede a que ese dato ingrese en un fichero,
el derecho que garantiza que esa información siga siendo una informa-
ción reservada, de uso restringido y no susceptible de cesiones a terce-
ros, es el derecho fundamental a la protección de datos y no el derecho a
la intimidad. Otra cosa es que su condición de dato sensible (íntimo, en
definitiva) además imponga (y justifique por proporcionado ese deber)
que su almacenamiento y tratamiento se sujeten a estrictas medidas de
seguridad y a procesos de disociación y encriptamiento dirigidos a salva-
guardar la debida reserva (es decir, la publicidad restringida) de dicha
información.
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“4. Si los datos de carácter personal registrados resul-
taran ser inexactos, en todo o en parte, o incompletos,
serán cancelados y sustituidos de oficio por los corres-
pondientes datos rectificados o completados, sin per-
juicio de las facultades que a los afectados reconoce el
artículo 16. 

“5. Los datos de carácter personal serán cancelados
cuando hayan dejado de ser necesarios o pertinentes
para la finalidad para la cual hubieran sido recabados o
registrados. No serán conservados en forma que permi-
ta la identificación del interesado durante un período
superior al necesario para los fines sobre la base de los
cuales hubieran sido recabados o registrados. Regla-
mentariamente se determinará el procedimiento por el
que, por excepción, atendidos los valores históricos,
estadísticos o científicos de acuerdo con la legislación
específica, se decida el mantenimiento íntegro de deter-
minados datos. 

“6. Los datos de carácter personal serán almacenados
de forma que permitan el ejercicio del derecho de acce-
so, salvo que sean legalmente cancelados. 

“7. Se prohibe la recogida de datos por medios frau-
dulentos, desleales o ilícitos.”

Estos son los principios básicos de necesaria obser-
vancia también en el caso del padrón municipal. No sólo
la LBRL y el RPT adolecen de norma contraria a estos
principios (que de existir pesarían sobre ella serias du-
das sobre su constitucionalidad, ya que dichos princi-
pios son expresión de los principios constitucionales 
de “adecuación y proporcionalidad” que rigen la pro-
tección de datos, y por ello es también posible tenerla
por derogada tras la aprobación de la LOPD), sino que la
“calidad de los datos” contenidos en el padrón son
objeto de especial atención en el artículo 62 (deber de
mantener actualizado el padrón),14 artículo 66 (correc-
ciones debidas a discrepancias puestas de manifiesto
por el INE y la OCE a los ayuntamientos), artículo 69
(deber general de actualización del padrón), artículos 71
y 72 (baja de oficio en caso de duplicidad de empadro-
namientos o de inscripciones indebidas) y artículo 73
(altas de oficio en el padrón), todos del RPT. Todas ellas
son reglas que persiguen que el padrón municipal cum-
pla con la exigencia contenida en el artículo 17.2 de la
LBRL, cual es que el padrón debe contener sus datos
actualizados “de modo [...] que los datos [...] concuer-
den con la realidad”.

Un deber relativo a la “calidad de los datos” que pesa
sobre los ayuntamientos (artículo 60.1 del RPT, en rela-
ción con el artículo 17.1 de la LBRL), y no sobre el veci-
no. Éste tiene la obligación, ciertamente, de comunicar
a los ayuntamientos las variaciones que hayan podido

producirse en sus datos relevantes para el padrón (artí-
culo 68 del RPT). Sin embargo, existe una capital dife-
rencia entre ambos deberes. Mientras que el que pesa
sobre el ayuntamiento tiene su inmediato fundamento
en los principios de calidad de datos exigidos en la
LOPD y ligados al contenido esencial del derecho fun-
damental a la protección de datos personales por cuan-
to constituyen un instrumento indispensable para el
efectivo disfrute de este derecho, el deber que pesa
sobre los vecinos es de mera naturaleza reglamentaria
(ni siquiera legal), y su fin es el de asegurar una infor-
mación actual sobre los datos de los vecinos que permi-
tan al consistorio llevar a cabo las actuaciones oportu-
nas dentro de las relaciones jurídicas que mantengan
con aquéllos.

2.2. El contenido: el poder jurídico de disposición sobre los
datos

El contenido del derecho fundamental a la protección
de datos es igualmente peculiar respecto del derecho a
la intimidad, dada su naturaleza prestacional. Ese poder
jurídico de control sobre los datos personales se con-
creta en las siguientes facultades: el derecho a estar
informado y consentir la recogida, el almacenamiento,
el tratamiento y el uso de los datos personales, incluida
su cesión a terceros, pudiendo oponerse a la recogida,
el tratamiento, el almacenamiento, el uso y la cesión de
sus datos personales, y los derechos de acceso a dichos
datos, a su rectificación y, en su caso, a su cancelación.
Todo este haz de facultades constituye, con arreglo a lo
declarado en la STC 292/2000, el contenido esencial del
derecho fundamental a la protección de datos.

La STC 292/2000, fundamento jurídico 7, no pudo ser
más clara:

“De todo lo dicho resulta que el contenido del dere-
cho fundamental a la protección de datos consiste en
un poder de disposición y de control sobre los datos
personales que faculta a la persona para decidir cuáles
de esos datos proporcionar a un tercero, sea el Estado o
un particular, o cuáles puede este tercero recabar, y que
también permite al individuo saber quién posee esos
datos personales y para qué, pudiendo oponerse a esa
posesión o uso. Estos poderes de disposición y control
sobre los datos personales, que constituyen parte del
contenido del derecho fundamental a la protección de
datos se concretan jurídicamente en la facultad de con-
sentir la recogida, la obtención y el acceso a los datos
personales, su posterior almacenamiento y tratamiento,
así como su uso o usos posibles, por un tercero, sea el
Estado o un particular. Y ese derecho a consentir el

14. So pena de que el INE proceda a la ejecución sustitutoria del artículo
60 LBRL de no proceder el ayuntamiento al cumplimiento puntual de sus obli-
gaciones (artículo 62.2 del RPT).
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conocimiento y el tratamiento, informático o no, de los
datos personales, requiere como complementos indis-
pensables, por un lado, la facultad de saber en todo
momento quién dispone de esos datos personales y a
qué uso los está sometiendo, y, por otro lado, el poder
oponerse a esa posesión y esos usos.

“En fin, son elementos característicos de la definición
constitucional del derecho fundamental a la protección
de datos personales los derechos del afectado a con-
sentir sobre la recogida y el uso de sus datos personales
y a saber de los mismos. Y resultan indispensables para
hacer efectivo ese contenido el reconocimiento del de-
recho a ser informado de quién posee sus datos perso-
nales y con qué fin, y el derecho a poder oponerse a esa
posesión y ese uso requiriendo a quien corresponda
que ponga fin a la posesión y empleo de los datos. Es
decir, exigiendo del titular del fichero que le informe de
qué datos posee sobre su persona, accediendo a sus
oportunos registros y asientos, y qué destino han teni-
do, lo que alcanza también a posibles cesionarios; y, en
su caso, requerirle para que los rectifique o los cancele.”

La STC 292/2000 estimó que este haz de facultades
constituía el contenido esencial de este derecho funda-
mental, y, por consiguiente, un contenido indisponible
incluso al legislador orgánico. Así las cosas, el escrupu-
loso respeto por el Estado, y también, claro está por los
entes locales, de ese contenido supone que el mismo
debe ser respetado y observado en todo momento por
la Administración estatal, autonómica o local al margen
de lo que pueda disponer la normativa con rango legal
que regule, en lo que ahora interesa, el padrón munici-
pal. Ninguno de aquellos derechos a consentir, saber y
estar informado, a acceder, rectificar y cancelar, requie-
ren de ningún desarrollo o concreción legal, siendo de
aplicación directa e invocables por la persona al margen
de lo que sobre el particular puedan disponer la LBRL, el
RPT o la LOPD. Y lo que es aún más importante, las nor-
mas sobre el padrón o las que puedan aplicarse al
padrón contenidas en cualquiera de los textos legales y
reglamentarios citados deben interpretarse y aplicarse

siempre y en todo caso de modo constitucionalmente
conforme al derecho fundamental a la protección de
datos personales y a su haz de facultades individuales
que constituyen su contenido esencial.

STC 292/2000, fundamento jurídico 10:
“Por tanto, las facultades legalmente atribuidas a los

sujetos concernidos y las consiguientes posibilidades de
actuación de éstos son necesarias para el reconocimien-
to y la identidad constitucionales del derecho fun-
damental a la protección de datos. Asimismo, esas facul-
tades o posibilidades de actuación son absolutamente
necesarias para que los intereses jurídicamente protegi-
bles, que constituyen la razón de ser del aludido dere-
cho fundamental, resulten real, concreta y efectivamen-
te protegidos. De manera que, privada la persona de
aquellas facultades de disposición y control sobre sus
datos personales, lo estará también de su derecho fun-
damental a la protección de datos, puesto que, como
concluyó en este punto la STC 11/1981, de 8 de abril (FJ
8), ‘se rebasa o se desconoce el contenido esencial
cuando el derecho queda sometido a limitaciones que
lo hacen impracticable, lo dificultan más allá de lo razo-
nable o lo despojan de la necesaria protección’.”

Los artículos 69.3 (derecho de información de los veci-
nos), 71 (duplicidades en el padrón) y 72 (inscripciones
indebidas), y el capítulo IV (artículo 81 y siguientes, revi-
sión del padrón), deben completarse necesariamente
con el haz de facultades antes enumerado. Todo vecino
tiene el derecho constitucional, y sólo limitable en los
términos que veremos a continuación, a ser informado
sobre los datos que de su persona consten en el padrón,
sobre su uso y su destino, y las cesiones que hayan
podido llevarse a cabo; a consentir la recogida, el alma-
cenamiento, el uso y las cesiones de sus datos; a acce-
der a los mismos e instar a su rectificación y, en su caso,
su cancelación.

Estos derechos han sido desarrollados por la LOPD y
por el Real decreto 1332/1994, de 20 de junio. Así, en el
artículo 5 de la LOPD15 se regula el derecho de informa-
ción, y exige la puntual información al afectado de la

15. Artículo 5. Derecho de información en la recogida de datos. 1. Los inte-
resados a los que se soliciten datos personales deberán ser previamente
informados de modo expreso, preciso e inequívoco: a) De la existencia de un
fichero o tratamiento de datos de carácter personal, de la finalidad de la
recogida de éstos y de los destinatarios de la información. b) Del carácter
obligatorio o facultativo de su respuesta a las preguntas que les sean plan-
teadas. c) De las consecuencias de la obtención de los datos o de la negati-
va a suministrarlos. d) De la posibilidad de ejercitar los derechos de acceso,
rectificación, cancelación y oposición. e) De la identidad y la dirección del res-
ponsable del tratamiento o, en su caso, de su representante. Cuando el 
responsable del tratamiento no esté establecido en el territorio de la Unión
Europea y utilice en el tratamiento de datos medios situados en territorio
español, deberá designar, salvo que tales medios se utilicen con fines de trá-
mite, un representante en España, sin perjuicio de las acciones que pudieran
emprenderse contra el propio responsable del tratamiento. 2. Cuando se uti-
licen cuestionarios u otros impresos para la recogida, figurarán en los mis-
mos, en forma claramente legible, las advertencias a que se refiere el apar-

tado anterior. 3. No será necesaria la información a que se refieren las letras
b), c) y d) del apartado 1 si el contenido de ella se deduce claramente de la
naturaleza de los datos personales que se solicitan o de las circunstancias
en que se recaban. 4. Cuando los datos de carácter personal no hayan sido
recabados del interesado, éste deberá ser informado de forma expresa, pre-
cisa e inequívoca, por el responsable del fichero o su representante, dentro
de los tres meses siguientes al momento del registro de los datos, salvo que
ya hubiera sido informado con anterioridad, del contenido del tratamiento, de
la procedencia de los datos, así como de lo previsto en las letras a), d) y e)
del apartado 1 del presente artículo. 5. No será de aplicación lo dispuesto en
el apartado anterior, cuando expresamente una ley lo prevea, cuando el tra-
tamiento tenga fines históricos, estadísticos o científicos, o cuando la infor-
mación al interesado resulte imposible o exija esfuerzos desproporcionados,
a criterio de la Agencia de Protección de Datos o del organismo autonómico
equivalente, en consideración al número de interesados, a la antigüedad de
los datos y a las posibles medidas compensatorias. Asimismo, tampoco regi-
rá lo dispuesto en el apartado anterior cuando los datos procedan de fuentes
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existencia de un fichero o un tratamiento de datos de
carácter personal, de la finalidad de la recogida de éstos
y de los destinatarios de la información, del carácter obli-
gatorio o facultativo de su respuesta a las preguntas que
les sean planteadas, de las consecuencias de la obten-
ción de los datos o de la negativa a suministrarlos, de la
posibilidad de ejercitar los derechos de acceso, rectifica-
ción, cancelación y oposición, de la identidad y la direc-
ción del responsable del tratamiento o, en su caso, de su
representante. El artículo 6 de la LOPD16 establece el régi-
men del consentimiento a que los datos sean tratados,
previendo la posibilidad de que el afectado pueda opo-
nerse de manera fundada al tratamiento de sus datos sin
perjuicio de que éstos hayan podido ser tratados sin su
consentimiento (artículo 6.4 de la LOPD), y en el artículo

11 de la LOPD17 regula el consentimiento a su cesión
(véase también el artículo 21 de la LOPD). El título III de
la LOPD norma los “derechos de las personas”, desarro-
llando el derecho de acceso (artículo 15 de la LOPD)18 y
los derechos de rectificación y cancelación (artículo 16
de la LOPD).19 Todos ellos son derechos que cualquier
vecino puede ejercitar frente al responsable del padrón
municipal.20 Y así lo declara expresamente el artículo 53.3
del RPT en lo relativo a los derechos de acceso, rectifica-
ción y cancelación de los vecinos respecto de sus datos
contenidos en el padrón municipal (con una remisión a
la Ley 5/1992, de 29 de octubre, que en la actualidad debe
entenderse hecha en los artículos 15 y 16 de la LOPD).

Téngase en cuenta que el artículo 69.2 del RPT regula
la debida notificación al correspondiente vecino de

accesibles al público y se destinen a la actividad de publicidad o prospección
comercial, en cuyo caso, en cada comunicación que se dirija al interesado
se le informará del origen de los datos y de la identidad del responsable del
tratamiento, así como de los derechos que le asisten.

16. Artículo 6. Consentimiento del afectado. 1. El tratamiento de los datos
de carácter personal requerirá el consentimiento inequívoco del afectado,
salvo que la ley disponga otra cosa. 2. No será preciso el consentimiento
cuando los datos de carácter personal se recojan para el ejercicio de las fun-
ciones propias de las administraciones públicas en el ámbito de sus compe-
tencias; cuando se refieran a las partes de un contrato o precontrato de una
relación negocial, laboral o administrativa y sean necesarios para su mante-
nimiento o cumplimiento; cuando el tratamiento de los datos tenga por finali-
dad proteger un interés vital del interesado en los términos del artículo 7,
apartado 6, de la presente ley, o cuando los datos figuren en fuentes accesi-
bles al público y su tratamiento sea necesario para la satisfacción del interés
legítimo perseguido por el responsable del fichero o por el del tercero a quien
se comuniquen los datos, siempre que no se vulneren los derechos y liberta-
des fundamentales del interesado. 3. El consentimiento a que se refiere el
artículo podrá ser revocado cuando exista causa justificada para ello y no se
le atribuyan efectos retroactivos. 4. En los casos en los que no sea necesa-
rio el consentimiento del afectado para el tratamiento de los datos de carác-
ter personal, y siempre que una ley no disponga lo contrario, éste podrá opo-
nerse a su tratamiento cuando existan motivos fundados y legítimos relativos
a una concreta situación personal. En tal supuesto, el responsable del fiche-
ro excluirá del tratamiento los datos relativos al afectado.

17. Artículo 11. Comunicación de datos. 1. Los datos de carácter personal
objeto del tratamiento sólo podrán ser comunicados a un tercero para el
cumplimiento de fines directamente relacionados con las funciones legítimas
del cedente y del cesionario con el previo consentimiento del interesado. 2.
El consentimiento exigido en el apartado anterior no será preciso: a) Cuando
la cesión está autorizada en una ley. b) Cuando se trate de datos recogidos
de fuentes accesibles al público. c) Cuando el tratamiento responda a la libre
y legítima aceptación de una relación jurídica cuyo desarrollo, cumplimien-
to y control implique necesariamente la conexión de dicho tratamiento con
ficheros de terceros. En este caso la comunicación sólo será legítima en
cuanto se limite a la finalidad que la justifique. d) Cuando la comunicación
que deba efectuarse tenga por destinatario al Defensor del Pueblo, el minis-
terio fiscal o los jueces o tribunales o el Tribunal de Cuentas, en el ejercicio
de las funciones que tiene atribuidas. Tampoco será preciso el consenti-
miento cuando la comunicación tenga como destinatario a instituciones
autonómicas con funciones análogas al Defensor del Pueblo o al Tribunal de
Cuentas. e) Cuando la cesión se produzca entre administraciones públicas y
tenga por objeto el tratamiento posterior de los datos con fines históricos,
estadísticos o científicos. f) Cuando la cesión de datos de carácter personal
relativos a la salud sea necesaria para solucionar una urgencia que requie-
ra acceder a un fichero o para realizar los estudios epidemiológicos en los
términos establecidos en la legislación sobre sanidad estatal o autonómica.
3. Será nulo el consentimiento para la comunicación de los datos de carác-
ter personal a un tercero, cuando la información que se facilite al interesado
no le permita conocer la finalidad a que destinarán los datos cuya comuni-
cación se autoriza o el tipo de actividad de aquel a quien se pretenden comu-

nicar. 4. El consentimiento para la comunicación de los datos de carácter
personal tiene también un carácter de revocable. 5. Aquel a quien se comu-
niquen los datos de carácter personal se obliga, por el solo hecho de la
comunicación, a la observancia de las disposiciones de la presente ley. 6. Si
la comunicación se efectúa previo procedimiento de disociación, no será
aplicable lo establecido en los apartados anteriores.

18. Artículo 15. Derecho de acceso. 1. El interesado tendrá derecho a soli-
citar y obtener gratuitamente información de sus datos de carácter personal
sometidos a tratamiento, el origen de dichos datos, así como las comunica-
ciones realizadas o que se prevén hacer de los mismos. 2. La información
podrá obtenerse mediante la mera consulta de los datos por medio de su
visualización, o la indicación de los datos que son objeto de tratamiento
mediante escrito, copia, telecopia o fotocopia, certificada o no, en forma legi-
ble e inteligible, sin utilizar claves o códigos que requieran el uso de disposi-
tivos mecánicos específicos. 3. El derecho de acceso a que se refiere este
artículo sólo podrá ser ejercitado a intervalos no inferiores a doce meses,
salvo que el interesado acredite un interés legítimo al efecto, en cuyo caso
podrán ejercitarlo antes.

19. Artículo 16. Derecho de rectificación y cancelación. 1. El responsable
del tratamiento tendrá la obligación de hacer efectivo el derecho de rectifi-
cación o cancelación del interesado en el plazo de diez días. 2. Serán rectifi-
cados o cancelados, en su caso, los datos de carácter personal cuyo trata-
miento no se ajuste a lo dispuesto en la presente ley y, en particular, cuando
tales datos resulten inexactos o incompletos. 3. La cancelación dará lugar al
bloqueo de los datos, conservándose únicamente a disposición de las admi-
nistraciones públicas, jueces y tribunales, para la atención de las posibles
responsabilidades nacidas del tratamiento, durante el plazo de prescripción
de éstas. Cumplido el citado plazo deberá procederse a la supresión. 4. Si los
datos rectificados o cancelados hubieran sido comunicados previamente, el
responsable del tratamiento deberá notificar la rectificación o la cancelación
efectuada a quien se hayan comunicado, en el caso de que se mantenga el
tratamiento por este último, que deberá también proceder a la cancelación.
5. Los datos de carácter personal deberán ser conservados durante los pla-
zos previstos en las disposiciones aplicables o, en su caso, en las relaciones
contractuales entre la persona o la entidad responsable del tratamiento y el
interesado.

20. Asimismo, el Convenio señala en el § 50 de su introducción respecto de
su artículo 8 que son elementos esenciales de las garantías que el Convenio
pretende otorgar a los individuos el conocimiento sobre la existencia de un
fichero automatizado, la información que ese fichero contenga, la rectifica-
ción de esa información y el derecho al recurso de no ser respetado alguno
de estos elementos. La directiva, por su parte, establece en su preámbulo
que “(38) [...] el tratamiento leal de datos supone que los interesados deben
estar en condiciones de conocer la existencia de los tratamientos y, cuando
los datos se obtengan de ellos mismos, contar con una información precisa
y completa respecto a las circunstancias de dicha obtención”. Y añade “(41)
[...] que cualquier persona debe disfrutar del derecho de acceso a los datos
que le conciernan y sean objeto de tratamiento, para cerciorarse, en parti-
cular, de su exactitud y de la licitud de su tratamiento; que por las mismas
razones cualquier persona debe tener además el derecho de conocer la lógi-
ca que subyace al tratamiento automatizado de los datos que la conciernan,
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aquellas variaciones que se produzcan respecto de los
datos que de su persona consten en el padrón munici-
pal con ocasión de la actualización del mismo. Pero no
sólo el RPT impone al ayuntamiento ese deber de infor-
mación al vecino “siempre que se produzcan actualiza-
ciones”, con el objeto de facilitar al vecino el ejercicio
de los derechos de rectificación y cancelación (artículo
69.2 del RPT). El apartado 3 del artículo 69 del RPT esta-
blece también un deber genérico de información a
cargo de los ayuntamientos. Según este precepto, al
menos cada cinco años, el ayuntamiento deberá notifi-
car a cada vecino el contenido de sus datos en el padrón
“de manera que todo vecino tenga la oportunidad de
conocer la información que le concierne” al menos una
vez en ese período de tiempo. 

Dicho esto, y una vez conocido el marco constitucio-
nal de la protección de datos personales, al que está
sujeto, desde luego, el padrón municipal, conviene tam-
bién reparar en la advertencia hecha por el Tribunal
Constitucional en la tantas veces citada STC 292/2000
(fundamento jurídico 10):

“Tanto en la STC 254/1993 con carácter general como
en la STC 143/1994, de 9 de mayo, FJ 7, este Tribunal ha
declarado que un régimen normativo que autorizase 
la recogida de datos personales, incluso con fines legí-
timos, vulneraría el derecho a la intimidad si no inclu-
yese garantías adecuadas frente al uso potencialmen-
te invasor de la vida privada del ciudadano a través 
de su tratamiento informático, al igual que lo harían las
intromisiones directas en el contenido nuclear de
ésta.”

Donde se dice “derecho a la intimidad” en el párrafo
transcrito, debe leerse derecho a la protección de datos
personales. No basta con que el régimen legal de la pro-
tección de datos observe estrictamente las condiciones
constitucionales de la protección de datos. También
puede lesionarse el derecho fundamental si el régimen
legal de recogida, almacenamiento, uso y cesión de
datos personales no establece las garantías indispensa-
bles que permitan al individuo hacer un efectivo ejerci-
cio del haz de facultades que le atribuye la CE, que son
contenido esencial de su derecho fundamental a la pro-
tección de datos y, por tanto, indisponibles a cualquier
poder público, incluido el legislador mismo.

En este sentido, además de las medidas de seguridad
que deben adoptar todos los ficheros de datos perso-
nales (artículo 9 de la LOPD)21 y el deber de secreto
(artículo 10 de la LOPD),22 la propia LOPD establece
mecanismos complementarios de garantía de la efecti-
vidad de aquellos derechos, y que también deben
adoptarse con respecto al padrón municipal. A saber: el
artículo 1723 remite al reglamento la regulación de los
procedimientos de oposición, acceso, rectificación o
cancelación, lo que ha hecho el Real decreto 1332/1994,
de 20 de junio, que establece la forma de proceder en
esos casos en su capítulo IV (artículo 11 y siguientes); y
los artículos 18 y 19 de la LOPD, que prevén la posibili-
dad de denunciar ante la Agencia de Protección de
Datos las actuaciones contrarias al derecho a la protec-
ción de datos personales y las indebidas denegacio-
nes totales o parciales del ejercicio de cualquiera de 
los derechos aludidos,24 y la posibilidad de obtener 

al menos en el caso de las decisiones automatizadas a que se refiere el apar-
tado 1 del artículo 15; que este derecho no debe menoscabar el secreto de
los negocios ni la propiedad intelectual y en particular el derecho de autor
que proteja el programa informático; que no obstante esto no debe suponer
que se deniegue cualquier información al interesado”. Su artículo 12 dispo-
ne: “Derecho de acceso. Los estados miembros garantizarán a todos los inte-
resados el derecho de obtener del responsable del tratamiento: a) libremen-
te, sin restricciones y con una periodicidad razonable y sin retrasos ni gastos
excesivos: la confirmación de la existencia o inexistencia del tratamiento de
datos que le conciernen, así como información por lo menos de los fines de
dichos tratamientos, las categorías de datos a que se refieran y los destina-
tarios o las categorías de destinatarios a quienes se comuniquen dichos
datos; la comunicación, en forma inteligible, de los datos objeto de los trata-
mientos, así como toda la información disponible sobre el origen de los datos;
el conocimiento de la lógica utilizada en los tratamientos automatizados de
los datos referidos al interesado, al menos en los casos de las decisiones
automatizadas a que se refiere el apartado 1 del artículo 15; b) en su caso, la
rectificación, la supresión o el bloqueo de los datos cuyo tratamiento no se
ajuste a las disposiciones de la presente directiva, en particular a causa del
carácter incompleto o inexacto de los datos; c) la notificación a los terceros
a quienes se hayan comunicado los datos de toda rectificación, supresión o
bloqueo efectuado de conformidad con la letra b), si no resulta imposible o
supone un esfuerzo desproporcionado.”

21. Artículo 9. Seguridad de los datos. 1. El responsable del fichero, y, en
su caso, el encargado del tratamiento deberán adoptar las medidas de índo-
le técnica y organizativa necesarias que garanticen la seguridad de los datos
de carácter personal y eviten su alteración, pérdida, tratamiento o acceso no
autorizado, habida cuenta del estado de la tecnología, la naturaleza de los
datos almacenados y los riesgos a que están expuestos, ya provengan de la

acción humana o del medio físico o natural. 2. No se registrarán datos de
carácter personal en ficheros que no reúnan las condiciones que se deter-
minen por vía reglamentaria con respecto a su integridad y seguridad y a las
de los centros de tratamiento, locales, equipos, sistemas y programas. 3.
Reglamentariamente se establecerán los requisitos y condiciones que deban
reunir los ficheros y las personas que intervengan en el tratamiento de los
datos a que se refiere el artículo 7 de esta ley (Real decreto 994/1999, de 11
de junio).

22. Artículo 10. Deber de secreto. El responsable del fichero y quienes inter-
vengan en cualquier fase del tratamiento de los datos de carácter personal
están obligados al secreto profesional respecto de los mismos y al deber de
guardarlos, obligaciones que subsistirán aun después de finalizar sus relacio-
nes con el titular del fichero o, en su caso, con el responsable del mismo.

23. Artículo 17. Procedimiento de oposición, acceso, rectificación o can-
celación. 1. Los procedimientos para ejercitar el derecho de oposición, acce-
so, así como los de rectificación y cancelación serán establecidos regla-
mentariamente. 2. No se exigirá contraprestación alguna por el ejercicio de
los derechos de oposición, acceso, rectificación o cancelación.

24. Artículo 18. Tutela de los derechos. 1. Las actuaciones contrarias a lo
dispuesto en la presente ley pueden ser objeto de reclamación por los inte-
resados ante la Agencia de Protección de Datos, en la forma que reglamen-
tariamente se determine. 2. El interesado al que se deniegue, total o parcial-
mente, el ejercicio de los derechos de oposición, acceso, rectificación o
cancelación, podrá ponerlo en conocimiento de la Agencia de Protección de
Datos o, en su caso, del organismo competente de cada comunidad autóno-
ma, que deberá asegurarse de la procedencia o improcedencia de la dene-
gación. 3. El plazo máximo en que debe dictarse la resolución expresa de
tutela de derechos será de seis meses. 4. Contra las resoluciones de la Agen-
cia de Protección de Datos procederá recurso contencioso-administrativo. 
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una indemnización por los daños sufridos,25 respectiva-
mente.

2.3. Los límites del derecho fundamental a la protección de
datos

2.3.1. El marco constitucional
Lo dicho antes sobre el contenido esencial del derecho
fundamental a la protección de datos personales es
especialmente relevante para la fijación de los límites
posibles a aquellas facultades que constituyen el conte-
nido esencial del derecho fundamental. Límites que
también deben tenerse en cuenta en el caso del padrón
municipal. La falta de una regulación precisa en la LBRL
y el RPT sobre los límites a los derechos de las personas
derivados de su derecho fundamental a la protección de
sus datos personales hace aún más pertinente el estudio
de los fijados en la propia LOPD, en correspondencia
con lo dispuesto en el Convenio y la Directiva, y la doc-
trina sentada por el Tribunal Constitucional en su
Sentencia 292/2000 sobre el particular.

Los derechos a saber, a consentir, a acceder, a rectifi-
car y a cancelar antes enumerados, que componen el
haz de facultades del contenido constitucionalmente
declarado del derecho fundamental a la protección de
datos personales, sólo pueden ser limitados en los estric-
tos términos que la Constitución autoriza. Así pues, son
límites constitucionalmente idóneos del derecho funda-
mental a la protección de datos, y sólo éstos, la garantía
de los restantes derechos fundamentales y constitucio-
nales, en particular los derechos a la intimidad y el
honor (artículo 18.1 de la CE) y a la libertad religiosa e
ideológica (artículo 16 de la CE), y los bienes dignos de
protección constitucional, muy en especial los enume-
rados en el artículo 105.b) de la CE, seguridad y defensa
del Estado y la averiguación y la persecución del delito
(STC 166/1999, fundamento jurídico 2, y 127/2000, funda-
mento jurídico 3.a); ATC 155/1999), y también el deber
constitucional de todos a contribuir al sostenimiento de
los gastos públicos, y los bienes y las finalidades consti-
tucionales legítimos ligados a este deber, como la distri-
bución equitativa del sostenimiento del gasto público y
las actividades de control en materia tributaria (artículo
31.1 de la CE, STC 110/1984 y 143/1994).

Fuera de estos casos, ninguna otra norma, incluso las
de rango legal que tengan por cometido el desarrollo
del derecho fundamental a la protección de datos per-
sonales, puede establecer límite alguno a este derecho

fundamental, ya que la reserva de ley contenida en el
artículo 18.4 de la CE no autoriza al legislador a la im-
posición de nuevos límites al derecho fundamental a 
la protección de datos, sino, al contrario, le exige la
obligación de imponer límites a la recogida y el uso de
esos datos con el objeto de garantizar justamente ese
derecho fundamental. A esos derechos y bienes de
rango constitucional deben reconducirse los lími-
tes previstos en la LOPD y en la normativa concor-
dante.

Así, la STC 292/2000, fundamento jurídico 11:
“Justamente, si la ley es la única habilitada por la

Constitución para fijar los límites a los derechos fun-
damentales y, en el caso presente, al derecho funda-
mental a la protección de datos, y esos límites no pue-
den ser distintos a los constitucionalmente previstos,
que para el caso no son otros que los derivados de la
coexistencia de este derecho fundamental con otros
derechos y bienes jurídicos de rango constitucional, el
apoderamiento legal que permita a un poder público
recoger, almacenar, tratar, usar y, en su caso, ceder
datos personales, sólo está justificado si responde a la
protección de otros derechos fundamentales o bienes
constitucionalmente protegidos. Por tanto, si aquellas
operaciones con los datos personales de una persona
no se realizan con estricta observancia de las normas
que lo regulan, se vulnera el derecho a la protección
de datos, pues se le imponen límites constitucional-
mente ilegítimos, ya sea a su contenido o al ejercicio
del haz de facultades que lo componen. Como lo con-
culcará también esa ley limitativa si regula los límites
de forma tal que hagan impracticable el derecho fun-
damental afectado o ineficaz la garantía que la Cons-
titución le otorga. Y así será cuando la ley, que debe
regular los límites a los derechos fundamentales con
escrupuloso respeto a su contenido esencial, se limita
a apoderar a otro poder público para fijar en cada caso
las restricciones que pueden imponerse a los dere-
chos fundamentales, cuya singular determinación y
aplicación estará al albur de las decisiones que adop-
te ese poder público, quien podrá decidir, en lo que
ahora nos interesa, sobre la obtención, el almacena-
miento, el tratamiento, el uso y la cesión de datos per-
sonales en los casos que estime convenientes y esgri-
miendo, incluso, intereses o bienes que no son
protegidos con rango constitucional.

“De ser ese el caso, la ley habrá vulnerado el derecho
fundamental en cuestión, ya que no sólo habrá frustra-

El título VI LOPD regula la Agencia de Protección de Datos (desarrollado
por el Real decreto 428/1993, de 26 de junio –modificado por el 156/1996, de 2
de febrero–) y el título VII, las infracciones y las sanciones (desarrollado por
el Real decreto 1332/1994, de 20 de junio, capítulo V).

25. Artículo 19. Derecho a indemnización. 1. Los interesados que, como
consecuencia del incumplimiento de lo dispuesto en la presente ley por el

responsable o el encargado del tratamiento, sufran daño o lesión en sus
bienes o derechos tendrán derecho a ser indemnizados. 2. Cuando se trate
de ficheros de titularidad pública, la responsabilidad se exigirá de acuerdo
con la legislación reguladora del régimen de responsabilidad de las adminis-
traciones públicas. 3. En el caso de los ficheros de titularidad privada, la
acción se ejercitará ante los órganos de la jurisdicción ordinaria.
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do la función de garantía propia de toda reserva de ley
relativa a derechos fundamentales al renunciar a fijar
por sí misma esos límites, dado que la reserva de ley
impone al legislador, además de promulgar esa ley, re-
gular efectivamente en ella la materia objeto de la reser-
va, sino también al permitir que el derecho fundamental
ceda ante intereses o bienes jurídicos de rango infra-
constitucional en contra de lo dispuesto en la propia
Constitución, que no lo prevé así.”

Las exigencias no se paran sólo en los bienes o los
derechos que puedan ser el fundamento de los límites
al derecho fundamental a la protección de datos. El
Tribunal Constitucional, en su Sentencia 292/2000 (fun-
damento jurídico 10), también ha exigido ciertas condi-
ciones formales a la ley que regule esos límites, en apli-
cación de la doctrina del Tribunal Europeo de Derechos
Humanos sobre el particular:

“El Convenio europeo de 1981 también ha tenido en
cuenta estas exigencias en su artículo 9. Al igual que el
Tribunal Europeo de Derechos Humanos, quien refi-
riéndose a la garantía de la intimidad individual y fa-
miliar del artículo 8 del CEDH, aplicable también al 
tráfico de datos de carácter personal, reconociendo
que pudiera tener límites como la seguridad del Esta-
do (STEDH caso Leander, de 26 de marzo de 1987, 47 y
siguientes), o la persecución de infracciones pena-
les (mutatis mutandis, STEDH, casos Z contra el Reino
Unido, de 25 de febrero de 1997, y Funke contra Fran-
cia, de 25 de febrero de 1993), ha exigido que tales limi-
taciones estén previstas legalmente y sean las indis-
pensables en una sociedad democrática, lo que implica
que la ley que establezca esos límites sea accesible al
individuo concernido por ella, que resulten previsibles
las consecuencias que para él pueda tener su aplica-
ción, y que los límites respondan a una necesidad
social imperiosa y sean adecuados y proporcionados
para el logro de su propósito (sentencias del Tribunal
Europeo de Derechos Humanos, caso X e Y, de 26 de
marzo de 1985; caso Leander, de 26 de marzo de 1987;
caso Gaskin, de 7 de julio de 1989; mutatis mutandis,
caso Funke, de 25 de febrero de 1993; caso Z, de 25 de
febrero de 1997).”

En suma, la ley que fije los límites al derecho funda-
mental a la protección de datos, debe ser una norma
precisa, cierta y previsible en sus términos y conse-
cuencias, y los límites que fije deben fundarse, además,
en alguno de los derechos y/o bienes constitucionales
antes enumerados, y que sean proporcionados al fin
perseguido. 

2.3.2. La concreción legal de los límites al derecho funda-
mental a la protección de datos personales en relación con
el padrón municipal
La LOPD, a la hora de regular los límites que cabe impo-
ner al ejercicio del derecho fundamental a la protección
de datos personales, no ha hecho sino adoptar las cláu-
sulas generales que a tal efecto ya establecían tanto el
Convenio como la directiva. El Convenio, en su artículo
9, fija las excepciones a las garantías que el propio
Convenio establece, señalando que no serán admisibles
otras limitaciones salvo las que se definen en ese mismo
precepto. Dichas excepciones deben estar previstas en
la ley y deben constituir “una medida necesaria en una
sociedad democrática”. Esas excepciones son: la protec-
ción y la seguridad del Estado, y de sus intereses mone-
tarios, la represión de las infracciones penales, la protec-
ción misma de la persona concernida, y la salvaguardia
de los derechos y las libertades de terceras personas.26

La Directiva, por su parte, en su artículo 13, autoriza a
los estados para adoptar medidas legales que limiten los
derechos que constituyen el contenido del derecho a la
protección de datos enumerando los siguientes bienes
jurídicos “cuando tal limitación constituya una medida
necesaria para la salvaguardia” de la seguridad y la de-
fensa del Estado, la seguridad pública, la prevención, la
investigación, la detección y la represión de infraccio-
nes penales o de las infracciones de la deontología en
las profesiones reglamentadas, un interés económico 
y financiero importante de un Estado miembro o de la
Unión Europea, incluidos los asuntos monetarios, pre-
supuestarios y fiscales, la protección del interesado o de
los derechos y las libertades de otras personas.

Límites que, a grandes rasgos, vienen a coincidir con
los que el artículo 105.b) de la CE fija para el acceso a los
archivos y los registros administrativos, a saber: seguri-
dad y defensa del Estado, la averiguación de los delitos y
la intimidad de las personas. Es un precepto que en modo
alguno debe desdeñarse, en la medida en que el padrón
municipal es un registro administrativo de los vecinos de
un municipio. Así pues, la ley, incluida la que regula el
padrón municipal, sólo podrá limitar el haz de facultades
del derecho fundamental a la protección de los datos
personales si, y sólo si, concurre en el caso alguna de las
causas enumeradas en el artículo 9 del Convenio, artícu-
lo 13 de la Directiva (so pena de que la ley contraríe los
mencionados tratados y por ello el artículo 96 de la CE) y
en el apartado b) del artículo 105 de la CE.

Cabría preguntarse si también son aplicables al
padrón municipal las reglas relativas al acceso a los re-

26. El apartado 3 del artículo 9 establece un régimen propio de limitacio-
nes para el caso de ficheros de uso estadístico o científico, pues la ley
puede fijar otros límites a los derechos de acceso, rectificación y cancela-
ción de la persona concernida distintos a los mencionados, siempre que “no
existan manifiestamente riesgos de atentado a la vida privada de las perso-

nas concernidas”. Es una nota común a la regulación de la protección de
datos, y así lo contempla la LOPD, que sea distinto, y más flexible, el régimen
legal de acceso a los datos personales con fines estadísticos (en los que
cabría incluir, siquiera parcialmente, el acceso al padrón por el INE) y cien-
tíficos.

100 QDL, 1. FEBRERO DE 2003

ESTUDIOS

 

Fundación Democracia y Gobierno Local                                                                                  pág. 89 a 104 

 



101QDL, 1. FEBRERO DE 2003

ESTUDIOS

gistros administrativos previstas en la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de régimen jurídico de las administra-
ciones públicas y del procedimiento administrativo co-
mún. Sin perjuicio de que la cuestión se estudie con
mayor detalle en la sección dedicada al acceso al
padrón municipal,27 dadas las dificultades constitucio-
nales que plantean los artículos 37 y siguientes de la
mencionada ley y su posible contradicción con la pro-
pia LOPD, baste decir por ahora que, a nuestro juicio, el
padrón municipal es un registro público sujeto a su
propia normativa.

En efecto, el artículo 37.6.e) de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, establece que se regirán por “sus disposi-
ciones específicas [...] e) El Registro Civil y el Registro
Central de Penados y Rebeldes y los registros de carác-
ter público cuyo uso esté regulado por una ley”. Este es
el caso, así lo creemos, del padrón municipal, que es un
registro administrativo de los vecinos del municipio
“cuyo uso” posee normas específicas y peculiares con-
tenidas en la LBRL (desarrollada por el RPT) y en la LOPD
(en su condición, también, de fichero informatizado de
datos personales).28

2.3.3. La obligatoriedad de los datos del padrón y los lími-
tes a los derechos a saber y a consentir
Con arreglo a los artículos 15 y 16.2 de la LBRL (artículos
54 y 57 del RPT) la inscripción en el padrón es obligato-
ria, e igualmente el padrón debe contener necesaria-
mente ciertos datos de la persona (nombre y apellidos,
sexo, domicilio habitual, nacionalidad, lugar y fecha de
nacimiento, número de documento nacional de identi-
dad o documento de identificación similar, certificado o
título escolar o académico que se posea y otros datos
necesarios a los efectos de la confección del censo elec-
toral, siempre que se respeten, dice la norma, los dere-
chos fundamentales reconocidos en la CE). 

Ninguna de estas normas constituye un límite despro-
porcionado o inadecuado a los derechos individuales a
saber y consentir la recogida, el uso y el tratamiento de
los datos personales. El propio artículo 5.1.b) de la LOPD
prevé la posibilidad de la obligatoriedad de la recogida
de ciertos datos al establecer que el afectado debe ser
informado de manera expresa, cierta e inequívoca de
esa circunstancia.29 Y el artículo 6.2 de la LOPD dispone
que la ley podrá dispensar del previo consentimiento de
la persona para el tratamiento (que no para su recogida)

de sus datos; consentimiento que ni siquiera es necesa-
rio recabar en el caso de que “los datos de carácter per-
sonal se recojan para el ejercicio de las funciones pro-
pias de las administraciones públicas en el ámbito de
sus competencias”. Sin perjuicio de que el párrafo 4 de
ese mismo artículo 6 señala que: “4. En los casos en los
que no sea necesario el consentimiento del afectado
para el tratamiento de los datos de carácter personal, 
y siempre que una ley no disponga lo contrario, éste
podrá oponerse a su tratamiento cuando existan moti-
vos fundados y legítimos relativos a una concreta si-
tuación personal. En tal supuesto, el responsable del
fichero excluirá del tratamiento los datos relativos al
afectado”.

En consecuencia, la obligatoriedad de la inscripción en
el padrón y la obligatoriedad de ciertos datos del vecino,
que no dejan de ser manifestaciones de la recogida y el
tratamiento obligatorio de datos personales a cargo de
una administración pública, son un límite constitucio-
nalmente adecuado y proporcionado, con la debida
cobertura legal, al derecho fundamental a la protección
de datos personales. Ya se ha visto que este derecho
garantiza a la persona la facultad de consentir la recogi-
da y el tratamiento de sus datos personales. Una facultad
que puede estar limitada por la ley si ésta impone la obli-
gatoriedad de esa recogida y ese tratamiento siempre
que la misma se funda en derechos o bienes constitu-
cionalmente protegidos. No cabe duda de que el padrón
municipal ancla sus cimientos en diversos preceptos
constitucionales en cuanto que la inscripción en el
mismo es el título constitutivo de la condición de vecino
(artículo 15 de la LBRL y artículo 53.1 del RPT), lo que
resulta ser condición para el disfrute de los derechos y el
cumplimiento de los deberes aparejados a esa condición
administrativa personal (artículo 18 de la LBRL y artículo
56 del RPT), que encuentran su estribo en los derechos
fundamentales a participar en los asuntos públicos (artí-
culo 23 de la CE) y en deberes constitucionales como la
contribución personal al sostenimiento del gasto públi-
co (artículo 31 de la CE). Pero no sólo son ese derecho y
este deber constitucionales la razón que justifica la exis-
tencia del padrón y la obligatoriedad de la inscripción en
el mismo. También el principio de eficacia y objetividad
de la acción administrativa al servicio del interés general
justifica (artículo 103 de la CE) la existencia de ese insti-
tuto y la obligatoriedad de la inscripción en el padrón.

27. Sección que constituye la cuarta y última parte de este trabajo, en su
versión completa, de pronta publicación.

28. Del mismo modo que ese mismo precepto en sus letras c) y d) excluye
de la regulación general sobre archivos y registros administrativos conteni-
da en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, a los archivos que persigan fines
estadísticos únicamente (censos de población) y a los sujetos a la legislación
electoral (censo electoral).

29. Muchos de los problemas que se suscitan sobre este y otros particu-
lares relativos a la aplicación de la LOPD tienen su origen en el desconoci-

miento de lo dispuesto en ese mismo artículo 5.2 LOPD: “Cuando se utilicen
cuestionarios u otros impresos para la recogida, figurarán en los mismos, en
forma claramente legible, las advertencias a que se refiere el apartado ante-
rior.” En la mayoría de los casos, y sobre todo a los efectos de considerar
prestado el consentimiento de la persona para la recogida y el tratamiento de
sus datos personales, basta con que el impreso correspondiente contenga
de forma clara e inequívoca y en un lugar destacado del mismo las adver-
tencias legales pertinentes que adviertan al interesado de sus derechos y las
informaciones a las que alude el artículo 5 de la LOPD.
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Sólo en la medida en que la Administración local
conoce con exactitud quiénes sean los vecinos del
ayuntamiento podrá actuar con la constitucionalmente
exigida eficacia y objetividad y facilitar el ejercicio del
derecho fundamental de participación de aquéllos y
hacer efectivo su deber de contribuir equitativamente 
al sostenimiento del gasto de los entes locales. Éste
debe ser el sentido que debe dársele al artículo 6.2 de la
LOPD antes mencionado. En consecuencia, no hay repa-
ro constitucional alguno a que la LOPD (u otra norma
con rango de ley orgánica)30 dé cobertura a sendos lími-
tes tanto al derecho a oponerse a la recogida de datos,
como a consentir su tratamiento, en el caso del padrón;
sin perjuicio de que se advierta de forma clara, inequí-
voca y cierta al afectado de la obligatoriedad de la ins-
cripción y de ciertos datos personales, así como de los
derechos que le asisten en los términos del artículo 5 de
la LOPD.

La LOPD contempla otros posibles límites a los dere-
chos a saber y a consentir que han sido objeto de exa-
men por el Tribunal Constitucional en la citada STC
292/2000. El artículo 24, titulado “Otras excepciones a los
derechos de los afectados”, disponía antes de la STC
292/2000:

“1. Lo dispuesto en los apartados 1 y 2 del artículo 5
(derecho a saber)31 no será aplicable a la recogida de
datos cuando la información al afectado impida o difi-
culte gravemente el cumplimiento de las funciones de
control y verificación de las administraciones públicas 
o cuando afecte a la defensa nacional, a la seguridad
pública o a la persecución de infracciones penales o
administrativas.”

A este respecto, debe indicarse que la STC 292/2000
declaró contrarios a la Constitución, por lesión del dere-
cho fundamental a la protección de datos, el inciso
“impida o dificulte gravemente el cumplimiento de las
funciones de control y verificación de las administra-
ciones públicas” y el inciso final “o administrativas”, al
considerar que la ley había hecho dejación de sus 
funciones en observancia de la reserva dispuesta en 
el artículo 18.4 de la CE, permitiendo que la Adminis-

tración pública pudiese restringir arbitrariamente el
derecho a saber del interesado (afectando incluso a sus
derechos de defensa en el marco de un procedimiento
administrativo sancionador).

En consecuencia, tan sólo la defensa del Estado, la
seguridad pública o la persecución de infracciones
penales (todos ellos bienes constitucionalmente prote-
gidos) constituyen los únicos límites posibles y, por con-
siguiente, las únicas causas lícitas de restricción del
derecho a saber del artículo 5.1 y 2 de la LOPD. Dene-
gación que por lo demás habrá de ser motivada y es sus-
ceptible de impugnación ante la Agencia de Protección
de Datos y ante la jurisdicción contencioso-administra-
tiva (artículo 5.4 de la LOPD).

Pues bien, no parece que en el supuesto del padrón
municipal concurra ninguna de las posibles circunstan-
cias previstas en el artículo 24.1 de la LOPD que permiti-
rían restringir el derecho a saber del interesado respec-
to de la recogida de sus datos personales. Es difícil
imaginar en qué casos la información al afectado sobre
la obligatoriedad de su inscripción en el padrón, sobre
los datos obligatorios, sobre el destino y el uso de esos
datos o sobre el responsable del padrón, afectarían a la
defensa y la seguridad del Estado o a la persecución de
las infracciones penales.

De otro lado, el artículo 11 de la LOPD (en relación
con el artículo 21 de la LOPD) prevé límites a los dere-
chos a saber y consentir, en este caso, sobre la cesión de
datos entre administraciones públicas. Asunto que se-
rá objeto de estudio en el último apartado de este tra-
bajo.32

2.3.4. Los límites a los derechos de rectificación y cance-
lación
En la actualidad, sólo el artículo 23 de la LOPD establece
las “excepciones a los derechos de acceso, rectificación
y cancelación”. Nos ocuparemos ahora de estos dos últi-
mos.

“1. Los responsables de los ficheros que contengan
los datos a que se refieren los apartados 2, 3 y 4 del artí-
culo anterior33 podrán denegar el acceso, la rectificación

30. Se trataría en este caso de un supuesto de colaboración entre ley
orgánica y ley ordinaria. Desde luego, y máxime tras la STC 292/2000, los lími-
tes directos a un derecho fundamental, aunque lo sean a su ejercicio y no a
su contenido constitucional, deben revestir la forma de ley orgánica, sin per-
juicio de que la pertinente ley orgánica llame a la ordinaria para concretar
esos límites (lo que, sin embargo, está vedado al reglamento, lo que incluye,
claro está, a las ordenanzas y demás fuentes del ordenamiento jurídico
local).

31. Artículo 5 de la LOPD: 1. Los interesados a los que se soliciten datos
personales deberán ser previamente informados de modo expreso, preciso e
inequívoco: a) De la existencia de un fichero o tratamiento de datos de carác-
ter personal, de la finalidad de la recogida de éstos y de los destinatarios de
la información. b) Del carácter obligatorio o facultativo de su respuesta a las
preguntas que les sean planteadas. c) De las consecuencias de la obtención
de los datos o de la negativa a suministrarlos. d) De la posibilidad de ejerci-
tar los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición. e) De la

identidad y dirección del responsable del tratamiento o, en su caso, de su
representante. Cuando el responsable del tratamiento no esté establecido en
el territorio de la Unión Europea y utilice en el tratamiento de datos medios
situados en territorio español, deberá designar, salvo que tales medios se uti-
licen con fines de trámite, un representante en España, sin perjuicio de las
acciones que pudieran emprenderse contra el propio responsable del trata-
miento. 2. Cuando se utilicen cuestionarios u otros impresos para la recogi-
da, figurarán en los mismos, en forma claramente legible, las advertencias a
que se refiere el apartado anterior.

32. Sección cuarta, que constituye la última parte de este opúsculo en su
versión completa.

33. Artículo 22. Ficheros de las fuerzas y los cuerpos de seguridad:
1. Los ficheros creados por las fuerzas y los cuerpos de seguridad que

contengan datos de carácter personal que, por haberse recogido para fines
administrativos, deban ser objeto de registro permanente, estarán sujetos al
régimen general de la presente ley.
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o la cancelación en función de los peligros que pudie-
ran derivarse para la defensa del Estado o la seguridad
pública, la protección de los derechos y libertades de
terceros o las necesidades de las investigaciones que se
estén realizando.

“2. Los responsables de los ficheros de la hacienda
pública podrán, igualmente, denegar el ejercicio de los
derechos a que se refiere el apartado anterior cuando el
mismo obstaculice las actuaciones administrativas ten-
dentes a asegurar el cumplimiento de las obligaciones
tributarias y, en todo caso, cuando el afectado esté sien-
do objeto de actuaciones inspectoras.

“3. El afectado al que se deniegue, total o parcialmen-
te, el ejercicio de los derechos mencionados en los
apartados anteriores podrá ponerlo en conocimiento
del director de la Agencia de Protección de Datos o del
organismo competente de cada comunidad autónoma
en el caso de ficheros mantenidos por cuerpos de poli-
cía propios de éstas, o por las administraciones tributa-
rias autonómicas, quienes deberán asegurarse de la
procedencia o improcedencia de la denegación.”

Bien se ve que ninguna de estas excepciones a los
derechos de rectificación y de cancelación podrían afec-
tar al padrón municipal. 

Con anterioridad a la STC 292/2000, el párrafo 2 del
artículo 24 de la LOPD fijaba nuevas excepciones a los
derechos de acceso, rectificación y cancelación en los
siguientes términos:

“2. Lo dispuesto en el artículo 15 (derecho de acceso)
y en el apartado 1 del artículo 16 (derecho de rectifica-
ción y cancelación) no será de aplicación si, ponderados
los intereses en presencia, resultase que los derechos
que dichos preceptos conceden al afectado hubieran de
ceder ante razones de interés público o ante intereses
de terceros más dignos de protección. Si el órgano
administrativo responsable del fichero invocase lo dis-
puesto en este apartado, dictará resolución motivada e
instruirá al afectado del derecho que le asiste a poner la
negativa en conocimiento del director de la Agencia de
Protección de Datos o, en su caso, del órgano equiva-
lente de las comunidades autónomas.”

Pues bien, dicho apartado fue declarado contrario al
artículo 18.4 de la CE por el Tribunal Constitucional en

su Sentencia 292/2000, al entender que en él el legisla-
dor había renunciado a fijar por sí mismo los límites a
esos derechos, abandonándolos a la mera discrecionali-
dad administrativa. Por consiguiente, el ejercicio de los
derechos de rectificación y cancelación de los datos
contenidos en el padrón municipal no está sujetos a
límite alguno (salvo los que deriven de la garantía de
otros derechos fundamentales, que no requieren de
concreción legal alguna).34

33..  NNoottaa  bbiibblliiooggrrááffiiccaa  

Sobre la teoría general del derecho fundamental a la
protección de datos véanse los trabajos de DENNINGER,
Erhard, “El derecho a la autodeterminación informativa”,
en Problemas actuales de la documentación y la infor-
mática jurídica, (Pérez Luño, dir.), Madrid: Tecnos, 1987,
págs. 269 y ss.; LUCAS MURILLO, Pablo, El derecho a la auto-
determinación informativa, Madrid: Tecnos, 1990; CAS-
TELLS ARTECHE, José Manuel, “La limitación informática”,
en Estudios sobre la Constitución española. Homenaje
al profesor García de Enterría, tomo II, Madrid: Civitas,
1991, págs. 907 y ss.; SANCHEZ CASABON y UBIETO ARTUR

(coord.), Jornadas sobre documentación administrativa
y sociedad de la información, Zaragoza: Gobierno de
Aragón, Ayuntamiento de Zaragoza y Universidad de
Zaragoza, 2001; VARIOS AUTORES, La protección del dere-
cho a la intimidad de las personas (ficheros de datos),
Cuadernos del Poder Judicial, vol. XIII, 1997; VÁZQUEZ

BAUTISTA, Rafael, Protección jurídica de datos personales
automatizados, Madrid: Colex, 1993; VARIOS AUTORES, XX
Conferencia Internacional de Autoridades de Protección
de Datos 1998, Madrid: Agencia de Protección de Datos,
1999.

Sobre este régimen jurídico de la protección de datos
en el derecho comparado y, en particular, en el ámbito
europeo, véanse DE URIOSTE, Mercedes, “Protección de
datos personales (I) (II) y (III)”, en Investigaciones (Se-
cretaría de Investigación de Derecho Comparado. Corte
Suprema de Justicia de la Nación. República de
Argentina), 1, 2 y 3, 1998, págs. 121 y ss., 371 y ss., 635 y
ss.; SUÑÉ LLINÁS Emilio, “Marco jurídico del tratamiento
de datos personales en la Unión Europea y en España”,

2. La recogida y el tratamiento para fines policiales de datos de carác-
ter personal por las fuerzas y los cuerpos de seguridad sin consentimiento
de las personas afectadas están limitados a aquellos supuestos y categorí-
as de datos que resulten necesarios para la prevención de un peligro real
para la seguridad pública o para la represión de infracciones penales,
debiendo ser almacenados en ficheros específicos establecidos al efecto,
que deberán clasificarse por categorías en función de su grado de fiabili-
dad.

3. La recogida y el tratamiento por las fuerzas y los cuerpos de seguridad
de los datos, a que hacen referencia los apartados 2 y 3 del artículo 7, podrán
realizarse exclusivamente en los supuestos en que sea absolutamente nece-
sario para los fines de una investigación concreta, sin perjuicio del control de
legalidad de la actuación administrativa o de la obligación de resolver las

pretensiones formuladas en su caso por los interesados que corresponden a
los órganos jurisdiccionales.

4. Los datos personales registrados con fines policiales se cancelarán
cuando no sean necesarios para las averiguaciones que motivaron su alma-
cenamiento.

A estos efectos, se considerará especialmente la edad del afectado y el
carácter de los datos almacenados, la necesidad de mantener los datos has-
ta la conclusión de una investigación o procedimiento concreto, la resolución
judicial firme, en especial la absolutoria, el indulto, la rehabilitación y la pres-
cripción de responsabilidad.

34. No se debe concluir este apartado sin mencionar la Instrucción 1/1998,
de 19 de enero, de la Agencia de Protección de Datos relativa al ejercicio de
los derechos de acceso y rectificación.
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